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Consta la mención expresa a la gratuidad del cargo en el desempeño

de las funciones del Patronato y a las demás obligaciones legales, en especial

la de rendir cuentas y presentar presupuestos ante el Protectorado.

Sexto. Dotación.—Según consta en la escritura de constitución y su

complementaria de subsanación, la dotación inicial de la Fundación se

fija en 1.125.000 pesetas (6.761,39 euros), desembolsada íntegramente y

depositada en entidad bancaria.

Fundamentos jurídicos

I

Competencia: Es competente objetiva y funcionalmente el Protectorado

de Fundaciones de este Departamento, para la calificación previa de los

fines de interés general y de la suficiencia de la dotación de las fundaciones

vinculadas al ámbito de atribuciones de Educación y Cultura, por aplicación

del artículo 22.3.d) del Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, en relación

con el artículo 36.2 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, y resolver

sobre la inscripción de las fundaciones en el Registro de Fundaciones

del Protectorado por aplicación de la disposición transitoria cuarta de

la citada Ley.

II

Normativa: Son de aplicación y se han tenido en cuenta en el pro-

cedimiento de inscripción de la Fundación:

El artículo 34 de la Constitución, que reconoce el derecho de Fundación

para fines de interés general con arreglo a la Ley.

La Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos

Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, y

sus Reglamentos de desarrollo y ejecución, aprobados por Real Decreto

316/1996, de 23 de febrero, y Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo, así

como las disposiciones del Reglamento de Fundaciones Culturales Pri-

vadas, aprobado por Decreto 2930/1972, de 21 de junio, en cuanto no

se opongan a la citada Ley.

La Orden de 18 de mayo de 1999, por la que el Ministerio de Educación

y Cultura delega, en el Secretario general técnico del Departamento, las

competencias atribuidas por la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, y Real

Decreto 316/1996, de 23 de febrero, en cuanto titular del Protectorado.

III

Motivación: En cuanto al fondo, examinados los fines que la Fundación

persigue, se consideran de interés general en favor de la cultura, de los

enumerados en el artículo 2 de la Ley 30/1994, estimándose la dotación

inicialmente suficiente y adecuada a la naturaleza de los fines fundacio-

nales, cumpliendo los Estatutos las demás previsiones legales en orden

a la colectividad genérica de personas que pueden beneficiarse de las

prestaciones fundacionales; al Patronato, su composición, organización

y forma de funcionamiento, y demás preceptos en orden a la gestión,

régimen jurídico y económico de la Fundación.

Por todo lo cual, este Ministerio, previo informe del Servicio Jurídico

del Estado en el Departamento, ha dispuesto:

Primero.—La inscripción de la Fundación «Aeronáutica Guadalquivir»,

de ámbito estatal, en el Registro de Fundaciones del Ministerio de Edu-

cación y Cultura, así como su primer Patronato cuya composición consta

expresada en el antecedente quinto de la presente.

Segundo.—Que se notifique la presente Resolución a los interesados,

a los efectos que establece el artículo 58.2 de la Ley 30/1992, de 26 de

noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del

Procedimiento Administrativo Común, indicándoles que, contra la misma,

que agota la vía administrativa, podrán interponer recurso contencioso-

administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-

cia Nacional, en el plazo de dos meses, contados a partir del día siguiente

a la notificación de la presente. Asimismo, esta Resolución podrá ser

recurrida potestativamente en reposición, en el plazo de un mes, ante

el mismo órgano que la ha dictado, de conformidad con lo dispuesto en

los artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en su

nueva redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.

Madrid, 10 de noviembre de 1999.—P. D. (Orden de 18 de mayo de

1999, «Boletín Oficial del Estado» del 21), el Secretario general Técnico,

Tomás González Cueto.

BANCO DE ESPAÑA

23399 RESOLUCIÓN de 26 de octubre de 1999, de la Comisión
Ejecutiva del Banco de España, de modificación de su Reso-
lución de 11 de diciembre de 1998 («Boletín Oficial del
Estado» del 16), por la que se aprueban las cláusulas gene-
rales aplicables a las operaciones de política monetaria
del Banco de España.

La Comisión Ejecutiva, de conformidad con lo dispuesto en los artícu-

los 23.1, apartados a) y h), de la Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía

del Banco de España; 61.1, letra a), del Reglamento Interno del Banco

de España, y en la cláusula XIII de las «Cláusulas Generales aplicables

a las Operaciones de Política Monetaria del Banco de España» aprobadas

por Resolución de la Comisión Ejecutiva del Banco de España de 11 de

diciembre de 1998 («Boletín Oficial del Estado» del 16), acuerda las siguien-

tes modificaciones de dichas «Cláusulas Generales aplicables a las Ope-

raciones de Política Monetaria del Banco de España»:

1. Se da la siguiente redacción al apartado 3 de la cláusula VII:

«3. Igualmente se considerará que la contraparte ha incumplido

sus obligaciones derivadas de estas cláusulas generales cuando:

3.1 La Contraparte incumpla las disposiciones establecidas por

el Banco de España en relación con las subastas y con las ope-

raciones bilaterales.

Se considerará, singularmente, que la contraparte ha incumplido

las disposiciones establecidas por el Banco de España en relación

con las subastas cuando dicha contraparte no disponga de sufi-

cientes activos de garantía para liquidar sus pujas aceptadas.

3.2 La contraparte incumpla los procedimientos de cierre de

día o acceda de forma automática a la facilidad marginal de crédito,

en el caso de que dicha Contraparte no tenga acceso a la citada

facilidad marginal de crédito por haber sido suspendida o excluida

como Contraparte de política monetaria.

Se considerará, singularmente, que la contraparte ha incumplido

los procedimientos de cierre del día, en el caso de que utilice para

garantizar las operaciones concluidas al amparo de estas cláusulas

generales activos que —de acuerdo con lo establecido en el apar-

tado 1.4 de la cláusula VI— son aptos para garantizar el crédito

intradía que conceda el Banco de España, pero no sus operaciones

de política monetaria.

3.3 La Contraparte incumpla con las disposiciones establecidas

por el Banco de España sobre la utilización de activos de garantía.

Se considerará, singularmente, que la contraparte ha incumplido

las disposiciones establecidas por el Banco de España sobre la uti-

lización de activos de garantía en los siguientes casos:

Cuando la contraparte utilice para garantizar sus operaciones

de política monetaria con el SEBC activos de garantía emitidos

o garantizados por ella misma.

Cuando la contraparte utilice para garantizar sus operaciones

de política monetaria con el SEBC activos de garantía emitidos

o garantizados por un tercero con el cual dicha Contraparte tenga

vínculos estrechos. A estos efectos se entenderá por vínculos estre-

chos lo dispuesto en el apartado 1.5 de la cláusula VI de las presentes

cláusulas generales.

Cuando la contraparte utilice para garantizar sus operaciones

de política monetaria con el SEBC activos de garantía que no cum-

plan estrictamente con lo dispuesto en el apartado 4 del artículo

22 de la de la Directiva sobre Organismos de Inversión Colectiva

en Valores Mobiliarios (Directiva 88/220/CEE que reforma la Direc-

tiva 85/611/CEE), con arreglo a lo previsto en estas cláusulas gene-

rales.

3.4 La Contraparte incumpla con sus obligaciones derivadas

de la normativa en vigor sobre reservas mínimas.»

2. Se da la siguiente redacción al apartado 3 de la cláusula VIII:

«3. La existencia de alguno de los supuestos recogidos en el

número 3 de la cláusula VII precedente, sin perjuicio del derecho

del Banco de España a exigir el cumplimiento de las obligaciones

incumplidas a que se refiere dicho número y las indemnizaciones

por daños y perjuicios que de acuerdo con la Ley procediesen,
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dará lugar a uno o varios de los efectos que se relacionan a con-

tinuación:

3.1 En el supuesto contemplado en el apartado 3.1 de la

cláusula VII:

3.1.1 Al pago de una penalización pecuniaria calculada según

se establece en el apartado 3.5 siguiente.

3.1.2 A la suspensión o exclusión de la contraparte incum-

plidora del acceso a las operaciones de mercado abierto.

3.2 En el supuesto contemplado en el apartado 3.2 de la

cláusula VII:

3.2.1 Al pago de una penalización pecuniaria calculada según

se establece en el apartado 3.5 siguiente.

En el caso de que la contraparte acceda a la facilidad marginal

de crédito y utilice, para garantizar el crédito concedido en virtud

de la misma, activos que —de acuerdo con lo establecido en el apar-

tado 1.4 de la cláusula VI— son aptos para garantizar el crédito

intradía que conceda el Banco de España, pero no sus operaciones

de política monetaria, se le impondrá una penalización pecuniaria

resultante de aplicar, al importe del crédito al día siguiente (crédito

“overnight”) otorgado por el Banco de España mediante dicha faci-

lidad marginal de crédito, un tipo de interés penalizador de 2,5

puntos porcentuales adicionales al tipo de interés de la citada faci-

lidad marginal de crédito.

Si este último supuesto se repitiese en un período de doce meses

a contar desde el primer incumplimiento, el incremento de 2,5 pun-

tos porcentuales irá aumentando en 1,25 puntos porcentuales cada

vez que se produzca dicho hecho.

3.2.2 A la suspensión o exclusión de la contraparte incum-

plidora del acceso a las operaciones de mercado abierto.

3.2.3 A la imposición de restricciones a la Contraparte incum-

plidora para su acceso a la facilidad marginal de crédito.

3.3 En el supuesto contemplado en el apartado 3.3 de la

cláusula VII:

3.3.1 Al pago de una penalización pecuniaria calculada según

se establece en el apartado 3.5 siguiente.

3.3.2 A la suspensión o exclusión de la Contraparte incum-

plidora del acceso a las operaciones de mercado abierto.

3.4 En el caso del supuesto contemplado en el apartado 3.4

de la cláusula VII, y siempre que hubiera recaído resolución firme

relativa al incumplimiento de la normativa sobre reservas mínimas:

3.4.1 A la suspensión o exclusión de la contraparte incum-

plidora del acceso a las operaciones de mercado abierto.

3.4.2 A la suspensión o exclusión de la contraparte incum-

plidora del acceso a la facilidad marginal de crédito.

3.4.3 A la suspensión de la opción de cálculo de las reservas

mínimas en promedio.

3.5 La sanción pecuniaria prevista en los apartados 3.1.1, 3.2.1

y 3.3.1 anteriores será equivalente al resultado de aplicar el tipo

de interés de la facilidad marginal de crédito del SEBC más 2,5

puntos porcentuales, sobre el importe correspondiente.

3.5.1 En caso de que la contraparte no aportase activos de

garantía suficientes para la liquidación de sus obligaciones deri-

vadas de los procedimientos de subasta, únicamente se liquidará

la parte de la puja adjudicada a la citada contraparte que estuviese

cubierta efectivamente por los mencionados activos de garantía

aportados. En este supuesto no se permitirán retrasos en la liqui-

dación de la operación.

La imposición de la penalización se basará en el hecho de que

la contraparte no sea capaz de aportar en garantía suficientes acti-

vos en la fecha de liquidación. Las penalizaciones se impondrán

sobre la diferencia existente entre la cantidad adjudicada en la

subasta a la contraparte —previo cómputo de los márgenes iniciales—

y el valor de mercado ajustado de los activos afectos en garantía.

3.5.1.a) La penalización aplicable al primer y al segundo incum-

plimiento en que incurra una contraparte en un período de doce

meses computado desde el primero de dichos incumplimientos, será

equivalente al resultado de aplicar el tipo de interés de la facilidad

marginal de crédito del SEBC más 2,5 puntos porcentuales sobre

la diferencia existente entre la cantidad adjudicada en la subasta

a la contraparte —previo cómputo de los márgenes iniciales— y el

valor de mercado ajustado de los activos afectos en garantía.

Como plazo para calcular la penalización pecuniaria se tomará

el número exacto de días de la operación.

Si de dicho cálculo resultara un importe inferior a 500 euros,

no se impondrá penalización alguna.

3.5.1.b) En el caso de producirse un tercer incumplimiento

dentro del período de los doce meses siguientes al primero de dichos

incumplimientos, se impondrá, además de la penalización pecu-

niaria calculada de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 3.5.1.a),

una penalización adicional consistente en la suspensión de la con-

traparte incumplidora, de acuerdo con las reglas siguientes:

Si el déficit de los activos de garantía aportados por la Con-

traparte fuese inferior al 40 por 100 de la cuantía de activos de

garantía a aportar según la financiación adjudicada, se suspenderá

el acceso de la contraparte a la siguiente operación de Política

Monetaria del mismo tipo que la operación incumplida.

Si el déficit de los activos de garantía aportados por la con-

traparte está comprendido entre el 40 por 100 y el 80 por 100

de la cuantía de activos de garantía a aportar según la financiación

adjudicada, se suspenderá el acceso de la contraparte a las dos

operaciones subsiguientes del mismo tipo que la operación incum-

plida.

Si el déficit de los activos de garantía aportados por la con-

traparte está comprendido entre el 80 por 100 y el 100 por 100

de la cuantía de activos de garantía a aportar según la financiación

adjudicada, se suspenderá el acceso de la contraparte a las tres

operaciones subsiguientes del mismo tipo que la operación incum-

plida.

Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3.5.1.c), las pena-

lizaciones previstas en este apartado 3.5.1.b) se aplicarán a cual-

quier otro incumplimiento posterior que tuviera lugar dentro de

cada período de doce meses.

Podrá decidirse la aplicación de las penalizaciones previstas

en este apartado 3 a cualquier establecimiento de la contraparte

incumplidora situado en otro Estado miembro.

3.5.1.c) En los supuestos de incumplimiento grave, teniendo

en cuenta en particular los importes de las operaciones, la fre-

cuencia del incumplimiento y las circunstancias específicas del mis-

mo, se podrá considerar la exclusión de la contraparte del acceso

a las operaciones de mercado abierto.

3.5.1.d) En la valoración de cada supuesto de incumplimiento

específico se tendrán en cuenta las justificaciones que en relación

al mismo haya aducido la contraparte.

En los supuestos de fuerza mayor, esto es, en los casos de incum-

plimiento por causas independientes de la voluntad de la contra-

parte, no se impondrá sanción.»

Madrid, 26 de octubre de 1999.—El Secretario general, Joaquín Fanjul

de Alcocer.

COMUNIDAD AUTÓNOMA
DE CATALUÑA

23400 RESOLUCIÓN de 21 de octubre de 1999, de la Dirección
General de Consumo y Seguridad Industrial del Departa-
mento de Industria, Comercio y Turismo, por la que se
concede la primera modificación no substancial de la apro-
bación de modelo de una célula de carga, marca «N.B.C.
Elettronica», modelo GL, a favor de «N.B.C. Elettronica,
s.r.l.», con registro de control metrológico 02-M.204.

Vista la petición interesada por la empresa «N.B.C. Elettronica, s.r.l.»

(via Bersaglio, 20, 22015 Gravedona, Como, Italia), representada en España

por la entidad «Ariservis, Sociedad Anónima» (polígono industrial «Can

Baliarda», 08100 Sant Fost de Campcentelles, Barcelona), en solicitud de

la primera modificación no substancial de la aprobación de modelo de

una célula de carga, modelo GL,

Esta Dirección General del Departamento de Industria, Comercio y

Turismo de la Generalidad de Cataluña, de acuerdo con la Ley 3/1985,

de 18 de marzo; el Decreto 199/1991, de 30 de julio, por el cual se deter-

minan los órganos competentes en materia de control metrológico; el Real


